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EL PASADO 22 de abril se presentó ante el Pleno
de la Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión, la "Iniciativa de Decreto que modifi­
ca la denominación del Título Cuarto y adicio­
na un segundo párrafo al artículo 11 3 de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos", por parte del Diputado priísta
Marcos A. Bucio Mújica, misma que fue tur­
nada a la Comisión de Gobernación y Puntos
Constitucionales de dicha Cámara para su dic­
tamen correspondiente.

Por la importancia que reviste la institu·
ción de la responsabilidad patrimonial del Es·
tado de que trata dicha Iniciativa, a continua·
ción se realizan algunas consideraciones que
describen los aspectos más relevantes de la
propúesta para incorporar dicho instituto jurí­
dico; primero, a nuestro orden constitucional,
y después -sujeto desde luego a la aproba·
ción de la Iniciativa de marras-, a nuestro
orden legal, mediante la expedición de una

Ley reglamentaria que pormenorice la mane·
ra en que habría de aplicarse esta fundamen·
tal figura jurídica. 1

SITUACIÓN ACTUAL Y SUPUESTOS

CUALITATIVOS DE LA PROPUESTA

La doctrina jurídica nacional y comparada ha
reconocido que para que pueda hablarse pro­
piamente de un Estado de Derecho, es nece­
sario el cumplimiento de los siguientes reque­
rimientos: la existencia de un orden jurídico
estructurado, al que se encuentren sometidas
las actuaciones del Estado; el reconocimien·
to de los derechos públicos subjetivos de los
gobernados -garantías individuales-; el esta·
blecimiento de medios idóneos para la de­
fensa de esos derechos -juicio de amparo-,
y un sistema de responsabilidad patrimonial
del Estado.
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En cuanto al último de los requerimien­
tos mencionados, cabe señalar que en nues­
tro país se registró un plausible pero efímero
e insuficiente esfuerzo por reconocer la res­
ponsabilidad directa y objetiva del Estado, a
través de la Ley de Depuración de Créditos
a cargo del Gobierno Federal de 1941, misma
que en lugar de haber sido perfeccionada, se
abrogó en 1988.

Bajo principios de Derecho Privado, hoy
superados doctrinalmente para regular en de­
bida forma la responsabilidad patrimonial del
Estado, se prevén en el Código Civil las lla­
madas responsabilidades subsidiaria y soli­
daria del Estado, para el caso de la acredita­
ción de hechos ilícitos culposos en el primer
caso, y de hechos ilícitos dolosos en el se­
gundo, lo que de ninguna manera ha resuel­
to satisfactoriamente el problema que se le
presenta a un particular ogobernado, a quien,
sin tener obligación jurídica de soportarlos, se
le ocasionan daños y perjuicios como conse­
cuencia de la actividad del Estado, sea ésta
regular o irregular, lícita o ilícita, y provengan
de hechos materiales o de actos jurídicos.

La insuficiencia legislativa actual es ma­
nifiesta principalmente en el caso de la res­
ponsabilidad subsidiaria, ya que ésta supone,
además de la identificación del servidor
público causante del daño reclamado y la de­
mostración de su culpabilidad directa, la acre­
ditación en juicio de la insolvencia del servidor
público respectivo, para que pueda iniciarse
una acción de responsabilidad contra el Esta­
do por la misma vía civil. La consecuencia es
que ante la dificultad de probar los extremos
mencionados en el procedimiento judicial res­
pectivo por parte de los particulares, éstos
prefieren sufrir las injustas consecuencias
antes que demandar al Estado, o bien presio­
nar por "vías de hecho", para que las autori-

dades reconozcan su responsabilidad y se les
cubra la indemnización a que consideran tener
derecho, lo cual de ninguna manera honra ni
al Estado ni al Derecho.

Por otra parte, la incorporación de un sis­
tema de responsabilidad patrimonial directa
y objetiva del Estado, presupone el reconoci­
miento de lo sigUiente:

a) La existencia del principio general del Derecho
en mérito del cual las cargas públicas deben
repartirse por igual entre quienes también se
benefician por igual de la actividad del Estado.

b) El principio de que quien cause daño debe re­
pararlo, así sea el Estado.

e) La teoria del órgano, en virtud de la cual los ser­
vidores públicos -con sus atribuciones- con­
forman los árganos por los cuales se expresa el
poder público, lo que justifica que los daños y
perjuicios causados por los servidores públicos
sean imputados al Estado, sin perjuicio de la
facultad de repetir lo pagado en contra de sus
agentes. con base en el Derecho Disciplinario.

REQUISITOS DE LA

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

Requisitos del daño

La indemnización por responsabilidad patri­
monial del Estado presupone como se ha
dicho antes que los daños reparables sean
de aquellos que el particular no tenga la obli­
gación jurídica de soportar, ya que como se
sabe, pueden haber daños que expresamente
deban resentirse sin posibilidad de reclamo
al Estado, como podrían ser los derivados de
multas o sanciones en general, que si bien
producen una afectación patrimonial al par­
ticular, debe absorberlos por ministerio de
ley. Igualmente, los daños y perjuicios de que
se trate deben ser reales y susceptibles de va­
luarse en dinero; estar directamente relacio­
nados con una o varias personas, y ser de-
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siguales a los que pudieran afectar al común
de la población, es decir, a las llamadas "car­
gas públicas" que afectan a la población en
general. Asimismo, se encontrarían exclui­
dos los daños derivados por causa de fuerza
mayor, que evidentemente no podrían ser
imputados al Estado.

Acreditación del nexo causal

La indemnización reclamada por el particular
exige también la acreditación de la relación
causa-efecto entre la actividad del Estado y
los daños y perjuicios, efectivamente produ­
cidos por ella. La demostración causal no re­
sulta sencilla; por el contrario, se trata de un
requisito fundamental de indudable rigor téc­
nico-jurídico. Se está consciente de que una
posición demasiado flexible, inespecífica o
imprecisa sobre la misma, además de injusta,
traería consecuencias económicas inacep­
tables.

RÉ:GIMEN PI,OCEDIMENTAL VIGENTE

EN fvlATERIA DE RESPONS¡\SIUDAD

DE LOS SEHVIDOHES p(mLlcos

y SUS DrFERENCIAS CON b:L

SISTEMA QUE SE PROPONE

La diferencia procedimental del actual régi­
men de responsabilidad de los servidores pú­
blicos con respecto al que se propone -que
sería del Estado-, consiste en que en el pri­
mero, es indispensable la sustanciación de
un procedimiento administrativo de respon­
sabilidad en contra de los servidores públi­
cos, previo al pago de la indemnización del
Estado, quien desde luego podría repetir lo
pagado al particular contra el servidor públi­
co individualmente responsable. En cambio,
en el régimen propuesto de responsabilidad

patrimonial del Estado, el reclamo se presen­
taría por el particular directamente al Estado,
quien deberá indemnizar al reclamante una
vez que se hayan acreditado los extremos de
su responsabilidad, es decir, la imputación
del daño y la relación causa-efecto entre éste
y la actividad del Estado. Bajo este sistema,
la individualización del servidor público infrac­
tor -cuando se trata de conductas irregulares
o ilícitas- y la acreditación de su responsabi­
lidad administrativa y económica, correspon­
de al Estado y no más al particular, quien
cuenta con menos elementos para demostrar
la responsabilidad del servidor público cau­
sante de los daños y perjuicios cuya indem­
nización reclama. La situación descrita resul­
ta más lógica yjusta, habida cuenta de que el
particular no forma parte de la relación admi­
nistrativa entre los servidores públicos y el
Estado, y en consecuencia, las acciones ten­
dientes tanto a disciplinar a los servidores
presuntamente infractores como a la recupe­
rabilidad de los montos indemnizatorios entre
el Estado y sus servidores públicos, constitu­
yen efectos que si bien son importantes para
la Administración Pública, son ajenos al par­
ticular lesionado en sus derechos o bienes.

De lo dicho se colige que la obligación
del Estado al pago de los daños y perjuicios
que con su actuar produzca, tiene como ori­
gen y justificación el derecho que se le reco­
noce al particular de ser indemnizado de to­
das aquellas lesiones antijurídicas que se le
ocasionen con motivo de la actividad del
Estado, entendiéndose por ellas, las afectacio­
nes patrimoniales que el particular no tenga
el deber jurídico de soportar y que se consa­
grarían expresamente en una nueva garantía
constitucional sobre "la integridad patrimo­
nial de los individuos". Éstas son, pues, las
características esenciales del sistema de res­
ponsabilidad patrimonial que se propone.
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DiFiCULTADES QUE SE ¡\DUCEN

RESPECTO m: LA [l~CORPO

Lt:Cl\L DE UN E iiviEN DE

RESPONS,t\SiUDAD PAT'RIMONIAI.

CO~'\O EL PROPUESTO

Problema financiero

Fundamentalmente han sido dos las preocu­
paciones que se han aducido en cuanto a la
institución de la responsabilidad patrimonial
del Estado se refiere. La primera es de orden
económico, ya que se pudiera considerar que
el monto económico de las reparaciones sería
muy alto, habida cuenta de que existen mu­
chos servicios públicos que presta el Estado
en forma deficiente, según estiman algunos.
Quienes así piensan, no toman en cuenta que
una de las finalidades de la adopción del ins­
tituto jurídico que se sugiere, es precisamente
la elevación en la calidad de la prestación de
los servicios públicos, toda vez que asumir la
responsabilidad de reparación de los daños y
perjuicios que se causen con su prestación,
conduciría necesariamente a un mayor control
y por ende a evitarlos en lo más posible. Una
apreciación en tal sentido, tampoco recono­
ce que en la actualidad es la sociedad civil
la que, sin justificación, está absorbiendo el
costo económico que significa no poder soli­
citar y, en su caso, obtener la reparación de­
bida, lo que conlleva adicionalmente un cos­
to social y político, que no por no poderse
cuantificar con exactitud es de desestimar.

Esta postura igualmente deja de advertir
la conveniencia que la incorporación de la ins­
titución que se comenta, tendría para el inver­
sionista nacional y extranjero, a partir de la
existencia de una nueva garantía constitucio­
nal a ]a integridad de su patrimonio -como
consecuencia de la actividad lesiva del Es-

tado-, según se regularía en una Ley Federal
de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

No obstante ]0 dicho, para evitar afecta­
ciones presupuestales mayores, la propuesta
plantea algunos límites de responsabilidad
y la posibilidad de que sea e] Ejecutivo Fede­
ral, a través de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, quien proponga a ]a Cámara
de Diputados el monto de la partida presu­
puestal que deberá destinarse para cubrir las
erogaciones derivadas de responsabilidad pa­
trimonial de los Poderes de la Unión, así como
de las entidades y organismos a que se re­
fiere el artículo 20. de la Ley de Presupuesto,
Contabilidad y Gasto Público Federal (dispo­
sición que por cierto establece desde 1994
el concepto de responsabilidad patrimonial).
Igualmente, se prevé que el monto absoluto
por tal concepto en el proyecto de Presupues­
to de Egresos, pueda aumentarse anualmente
en proporción igual a] incremento que se re­
gistre en dichos presupuestos, salvo que exista
alguna propuesta justificada de modificación
diversa a la regla antes mencionada.

La propuesta legislativa contempla como
fecha de entrada en vigor ello. de enero del
año 2000, en virtud de que se ha estimado
que constituye un lapso prudente y suficien­
te para que la Administración Pública se pre­
pare para estar en mejores condiciones de
responder administrativa y económicamente
a las obligaciones que se derivarían de dicho
instrumento legal.

El "temor de actuar"
de los servidores públicos

La segunda preocupación que se suele argu­
mentar, es la concerniente a la supuesta inti­
midación que generaría la incorporación de
la institución en los propios servidores públi­
cos, que ocasionaría una inhibición en su acti-



vidad normal, ante la preocupación de infe­
rir daños y perjuicios que eventualmente tu­
vieran ellos mismos que pagar. En realidad,
se considera que dicha apreciación no es
totalmente justificada, ya que la incorporación
del instituto de la responsabilidad patrimo­
nial del Estado viene sólo a complementar el
régimen de la responsabilidad patrimonial
de los servidores públicos que prevé actual­
mente la ley de la materia -Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públi­
cos-, y de ninguna manera establece para
ellos mayores obligaciones a las previstas
actualmente; antes al contrario, la propuesta
prevé que el derecho de repetición del Esta­
do contra los servidores públicos, respecto de
los montos indemnizatorios que haya paga­
do directamente a los particulares como con­
secuencia de los daños y perjuicios irrogados
a éstos, es de carácter potestativo, porque se
reconoce que pueden haber deficiencias orga­
nizacionales del servicio que malamente pu­
diesen atribuirse a un individuo, en cuyo caso
debería absorberlas el propio Estado.

Además, se prevé que para que el Esta­
do pueda repetir el pago a los servidores
públicos, debe seguirse previamente el pro­
cedimiento administrativo disciplinario que
establece la ley de la materia y que la respon­
sabilidad que resulte tenga como causa una
falta "grave", es decir, que las faltas ocasiona­
das por un servidor público, que no tengan
tal calificación, también deberán ser absorbi­
das por el Estado, precisamente para el efec­
to de no provocar la paralización o hipertrofia
de la Administración Pública.

tONES

Como resultado de todo lo anterior, se esti­
ma altamente recomendable la incorporación

armónica del instituto de la responsabilidad
patrimonial del Estado al orden jurídico po­
sitivo mexicano; primero, por razones de jus­
ticia y fortalecimiento del Estado de Derecho
mexicano, mediante la rectificación de un sis­
tema prácticamente de inmunidad total del
Estado, situación que ha sido ya superada por
muchos países, entre los que se encuentran
tanto desarrollados como en vías de desarro­
llo; y, segundo, por el impacto positivo que
una iniciativa de esta naturaleza traería para
la sociedad en general, en virtud de que se
vería honrado en un instrumento legislativo
el principio de la solidaridad social, al crearse
un mecanismo técnico para la distribución
de los riesgos de la vida social, cuando es la
actividad administrativa la que los genera con
su actuar; todo lo cual contribuiría a generar
mayor confianza de los gobernados frente a
un Estado patrimonialmente responsable. Ade­
más, debe reconocerse que bajo un principio
de responsabilidad patrimonial, la irroga­
ción de daños y perjuicios habrá de dismi­
nuir, con el consiguiente ahorro de costos so­
ciales, polí~¡cos y económicos, aunque en este
último caso se registre en un mediano plazo.

Por último, cabe señalar que una inicia­
tiva del Ejecutivo Federal -cuyos textos le­
gislativos he incorporado con el carácter
de anteproyectos en mi lisro intitulado Res­
ponsabilidad patrimonial del Estado, recien­
temente publicado por la Editorial Porrúa­
complementaría los objetivos del Programa
de Modernización de la Administración PÚ­
blica 1995-2000, que busca transformar a
la Administración Pública en una organiza­
ción eficaz, eficiente y con una arraigada cul­
tura de servicio. para coadyuvar a satisfacer
cabalmente las legítimas necesidades de la
sociedad.






